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SENTENCIA DEFINITIVA Nº 45023


CAUSA Nº 30.673/2011 - SALA VII - JUZGADO Nº 42 

En la Ciudad de Buenos Aires, a los 25 días del mes de febrero de 2013, para dictar sentencia en estos autos: “ALBA MIGUEL ANGEL c. ASOCIACION DEL FUTBOL ARGENTINA A.F.A. Y OTRO s. ACCIÓN DE AMPARO” se procede a votar en el siguiente orden:

 LA DOCTORA BEATRIZ I. FONTANA DIJO: 

I.- Contra el fallo de primera instancia obrante a fs. 113/119, que hizo lugar a la acción entablada en autos, recurre la demandada a tenor del memorial de fs.121/124, el cual recibió réplica de la contraparte a fs. 127/128.

II.- La recurrente afirma que la sentencia omite considerar que la actividad de la AFA es el registro de los contratos celebrados entre futbolistas y clubes que practican el fútbol profesional; que su parte no tenía conocimiento de la presunta falsificación del convenio presentado por el Club Atlético Chacarita Juniors y que hay un error en la cita de una norma. 
Analizadas las constancias de autos adelanto que en mi opinión este agravio no puede tener andamiento en tanto dista de constituir una crítica concreta y razonada de los fundamentos de la sentencia cuya revocatoria persigue (conf. art. 116 L.O.). 

En efecto, el Señor Juez a quo consideró que corresponde otorgar el certificado de transferencia al actor, porque con la inscripción por parte del Club Atlético Chacarita Juniors de un contrato que no había sido firmado por el accionante, se le impide formalizar su contratación con otro club, coartando de esa forma su libertad de trabajar y el derecho a desarrollar su actividad profesional. Agregó que la codemandada Asociación del Fútbol Argentino debió verificar la situación denunciada por el actor en el intercambio telegráfico, sin que surja de la contestación de demanda que hubiere llevado a cabo gestiones respecto del club codemandado, a fin de tomar conocimiento sobre la validez o no del contrato presentado.
Como anticipé, el apelante se desentiende por completo de esas motivaciones, lo cual sella la suerte del recurso, dado que, como lo ha señalado la doctrina, la ley adjetiva (art. 116 de la L.O. y 265 del Código Procesal) requiere un análisis razonado del fallo y también la demostración de los motivos que se tienen para estimarlo erróneo, de manera que en ausencia de objeciones especialmente dirigidas a las consideraciones determinantes de la decisión adversa al apelante, no puede haber agravio que atender en la Alzada, pues no existe cabal expresión de éstos.

  Sobre esa base, nótese que llega incólume a este estadio procesal, que lo que obstaculizó la formalización de un nuevo convenio con otro club, fue el registro de uno anterior apócrifo, presentado por la codemandada Club Atlético Chacarita Juniors. Esto torna inconducente el examen de las consideraciones expuestas por el apelante acerca de su falta de conocimiento sobre el particular, máxime cuando el magistrado de la anterior instancia ha entendido que medió inactividad por parte de la AFA ante la denuncia que efectuaba el actor vía postal de tal situación y que era de su incumbencia verificar la validez del contrato atacado por el actor, sobre lo cual solo dice que controló las formas extrínsecas del documento y que le comunicó al actor que no podía contrariar el principio de exclusividad, pero el recurrente nada dice acerca de los otros elementos de convicción. 
  Por lo demás, no se infiere de una manera clara el agravio que le ocasiona al apelante la emisión del certificado de transferencia en forma definitiva, que ya lo había emitido en forma provisoria en cumplimiento de la medida cautelar dispuesta a fs. 18/19 (fs.66), con ampliación de la habilitación provisoria hasta el 30 de junio de 2013 (fs. 99 y 104). El supuesto error en la cita de una norma,  carece de la trascendencia que le intenta otorgar el quejoso, pues el pronunciamiento luce adecuadamente fundado y lo resuelto en grado se compadece con normativa aplicable al sub lite (ley  20.160 “Estatuto del Jugador de Fútbol Profesional”, Convenio Colectivo de Trabajo Nº 557/09 de Futbolistas Profesionales y 14 y 14 bis de la Constitución Nacional).                     

En conclusión, propongo desestimar el recurso y confirmar lo decidido en primera instancia. 
Las costas de alzada deben ser soportadas por la demandada (cfr. art. 68 1° párrafo C.P.C.C.N.) a cuyo efecto estimo los honorarios de la representación y patrocinio letrado de la actora y los de la demandada en un 25% (veinticinco por ciento) respectivamente de lo que les corresponde percibir por su labor en la primera instancia (cfr. art. 14 Ley 21.839).

Por lo expuesto y de prosperar mi voto, propongo: 1) Confirmar la sentencia de grado en cuanto ordena la emisión del certificado de transferencia definitivo a favor del actor. 2) Imponer las costas de alzada a cargo de la parte demandada 3) Regular los honorarios de los letrados que intervinieron en esta instancia en el 25% de lo fijado para la etapa anterior. 
LA DOCTORA ESTELA MILAGROS FERREIRÓS DIJO: Por compartir sus fundamentos, adhiero al voto que antecede.


EL DOCTOR NÉSTOR MIGUEL RODRIGUEZ BRUNENGO: No vota (art. 125 Ley 18.345).


A mérito de lo que resulta del precedente acuerdo, EL TRIBUNAL RESUELVE: 1) Confirmar la sentencia de grado en cuanto ordena la emisión del certificado de transferencia definitivo a favor del actor. 2) Imponer las costas de alzada a cargo de la parte demandada. 3) Regular los honorarios de los letrados que intervinieron en esta instancia en el 25% (veinticinco por ciento) de lo fijado para la etapa anterior.   

           Regístrese, notifíquese y devuélvase.
